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INFORME SOBRE LA ADMISIÓN A TRÁMITE DE LA MOCIÓN FORMULADA POR EL GRUPO PARLAMENTARIO ARALAR-NAFARROA BAI ACERCA DE LAS GESTIONES A REALIZAR POR EL GOBIERNO DE NAVARRA EN RELACIÓN AL EJERCICIO DE LA PRESIDENCIA DE AUDENASA Y BODEGAS SARRÍA POR PARTE DE D. MIGUEL SANZ SESMA

1º INTRODUCCIÓN

El Portavoz del Grupo Parlamentario Aralar-Nafarroa Bai ha formulado una moción, proveniente de interpelación anterior sustanciada ante el Pleno, para que sea debatida en la próxima sesión plenaria y cuyo texto, que es preciso transcribir íntegramente, dice así:

“MOTIVACIÓN

Establece el Art. 3-bis de la Ley Foral de Incompatibilidades Nº 19/1996 de 4 de noviembre literalmente lo siguiente: “1.- Durante los dos años siguientes a la fecha de su cese, los altos cargos no podrán realizar actividades privadas relacionadas con expedientes sobre los que hayan dictado resolución en el ejercicio del cargo, ni celebrar contratos de asistencia técnica, de servicios o similares con las Administraciones Públicas.”

El Sr. Sanz accedió a la presidencia del Gobierno de Navarra el 18-8-96 y cesó el 22-6-2011. No han pasado 2 años de su cese.

El día 15-XII-1997, el Gobierno de Navarra, presidido por el Sr. Sanz, adoptó el acuerdo de modificar el contrato de concesión administrativa de la Autopista de Navarra A-15, que de hecho constituye la PRÓRROGA DE DICHA CONCESIÓN ADMINISTRATIVA y por tanto, la razón de ser y base de la subsistencia en la gestión de dicha autopista por parte de AUDENASA.

La prórroga de 15-XII-1997 fue además gratuita, tal como se subraya en el Informe del Consejo de Navarra 45/2000 de 6 de noviembre de 2000, en el que se dice textualmente que”...el Acuerdo del Gobierno de Navarra de 15 de diciembre de 1997, por el que se modificó el contrato de concesión de la Autopista de Navarra , no generó compromisos de gasto ni movimientos de fondos o valores, que hiciesen preceptivo el informe previo de los servicios de intervención”. Es decir, que la gestión de AUDENASA subsiste como consecuencia directa de una resolución gratuita del Gobierno de Navarra, presidido por el Sr. Sanz.

En cuanto a Bodegas Sarría se trata de una empresa adquirida por CAN durante la presidencia del Sr. Sanz. La presidencia de CAN ha sido un cargo ostentado por el Sr. Sanz, “por imperativo legal”, en virtud de su condición de Presidente del Gobierno de Navarra, por lo que le son de aplicación en este tema la definición de “alto cargo” contenida en el Art. 2 de la Ley Foral 19/1996, de incompatibilidades.

Por todo lo anterior, este Grupo Parlamentario, presenta la siguiente:

PROPUESTA DE RESOLUCIÓN

1.- El Parlamento de Navarra insta al Gobierno de Navarra a que efectúe las gestiones necesarias a fin de que Don Miguel Sanz Sesma deje de ostentar la presidencia de AUDENASA por estar afectado por incompatibilidad legal para ostentar dicho cargo.

2.- El Parlamento de Navarra insta al Gobierno de Navarra a que en su condición de control de la Fundación de la Caja de Ahorros de Navarra efectúe las gestiones necesarias a fin de que Don Miguel Sanz Sesma deje de ostentar la presidencia de BODEGAS SARRÍA por estar afectado por incompatibilidad legal para ostentar dicho cargo”.

Durante el transcurso de la sesión de la Mesa y de la Junta de Portavoces de este Parlamento del pasado día 4 de marzo, previa aceptación del tratamiento de la iniciativa no incluida en el orden del día, se suscitó un debate acerca de la procedibilidad de la moción y de la pertinencia de su admisión a trámite. Para algún Portavoz Parlamentario la iniciativa incurría en una falta de respeto a las personas y a las instituciones y postulaba una actuación ilegal del Gobierno de Navarra, razón por la cual sostenía que la moción debía ser inadmitida a trámite. Para otros, singularmente el suscribiente de la iniciativa, esta no hacía sino expresar juicios de valor legítimos acerca de la actuación del Sr. Sanz Sesma, durante la etapa en que ejerció la presidencia del Gobierno de Navarra y sobre las consecuencias que debía acarrear en su condición de ex Presidente, sin que a su juicio la propuesta de resolución menoscabase en modo alguno el ordenamiento jurídico. A la vista de tales posicionamientos, la Junta de Portavoces acordó por unanimidad solicitar de los Servicios Jurídicos la emisión de un informe acerca de la procedencia o no de admitir a trámite la moción que nos ocupa.

2º LAS MOCIONES: SU SIGNIFICADO Y ALCANCE

De acuerdo con una doctrina y jurisprudencia consolidadas, las mociones constituyen mecanismos parlamentarios a cuyo través las Cámaras ejercen las funciones de dirección e impulso político y el control de la acción del Gobierno, instando la deliberación y toma de posición de la Cámara sobre determinado asunto (STC 40/2003 F3). Como en tantas ocasiones han sostenido estos Servicios Jurídicos, a través de las resoluciones dinamantes de las propuestas contenidas en las mociones, el Parlamento puede expresar su posición sobre una determinada materia o solicitar de una institución u órgano, normalmente, el Gobierno, una actuación en un concreto sentido. 

Las mociones constituyen un instrumento parlamentario previsto y utilizado en todos los ordenamientos reguladores de las Asambleas Legislativas, aunque en el derecho parlamentario español reciben ordinariamente la denominación de “proposiciones no de ley”, diferenciación semántica que no menoscaba su identidad de alcance y naturaleza. Alcance y naturaleza común cifradas en su carácter no normativo, por lo que las resoluciones aprobadas ni se integran ni pasan a formar parte del ordenamiento jurídico. Pero, además, no le son predicables efectos vinculantes en sentido jurídico. Para el Tribunal Constitucional (TC, en adelante), el contenido de las mociones puede consistir en “instrucciones, directrices o mandatos”, revestidos de una indudable auctoritas, pero “carentes de efectos jurídicos vinculantes” (SSTC 180/1991, F2, 40/2003, F3 y muchas otras). Para esta jurisprudencia constitucional, cabe asignar a las mociones una obligatoriedad política frente al destinatario, normalmente el Gobierno, por lo que su incumplimiento generaría responsabilidad de tal naturaleza y no de otra clase.

Pero, junto a todo lo anterior, lo que normalmente destaca en la configuración de las mociones, tanto en el parlamentarismo histórico como en la actualidad, es el de su indefinición, dado que su objeto suele deslindarse -en tanto actuación resolutiva- por exclusión de la función esencial del Parlamento, esto es, la legislativa. Este grado de indeterminación ha fraguado una práctica en que las mociones se convierten en vehículo válido para todo aquel pronunciamiento institucional de las Cámaras que no tengan asignado un procedimiento específico. Así resulta también en el Reglamento del Parlamento de Navarra (en adelante, RPN), en cuyo artículo 196.1 se dispone:

“Artículo 196. 1. Los Parlamentarios Forales y los Grupos Parlamentarios podrán presentar mociones a través de las cuales formulen propuestas de resolución a la Cámara”.

El precepto faculta tanto a los parlamentarios como a los Grupos Parlamentarios a presentar mociones “... a través de las cuales se formulan propuestas de resolución”. Ni este precepto, ni ningún otro de nuestro Reglamento, contienen precisión adicional alguna, por lo que se ha de enfatizar el alto grado de indeterminación objetiva de este mecanismo parlamentario, lo cual –con alguna excepción- es común al derecho parlamentario español. Partamos, por tanto de que el objeto de las mociones puede ser amplísimo, en cuanto expresión de voluntad o de juicio de la Cámara, y que de forma expresa y singular el RPN no le señala límites.

3º LAS FUNCIONES DE CALIFICACIÓN Y ADMISIÓN A TRÁMITE, CON SINGULAR PROYECCIÓN SOBRE LAS MOCIONES

1. Como ya se ha manifestado en anteriores informes, el Reglamento del Parlamento de Navarra, al igual que los de las otras Asambleas Legislativas, en su artículo 37.1.6ª, somete a las diversas iniciativas parlamentarias a un trámite previo de calificación y admisión a trámite con el que se inicia el procedimiento parlamentario correspondiente.

En concreto el citado artículo dispone:

"Art. 37.1. Corresponden a la Mesa las siguientes funciones: 6ª Calificar, con arreglo al presente Reglamento y previa audiencia de la Junta de Portavoces, los escritos y documentos de índole parlamentaria, así como declarar la admisibilidad o inadmisibilidad de los mismos."

Calificar es comprobar si el procedimiento escogido por el autor de una iniciativa parlamentaria se acomoda al procedimiento previsto en el Reglamento, es decir, que el autor de la iniciativa parlamentaria se sirve del procedimiento reglamentariamente correcto. 

Por su parte la admisión a trámite se produce cuando se cumplen los requisitos exigidos para la apertura de aquel procedimiento, es el “ius ut procedatur” del autor de la iniciativa, el derecho a que se siga el procedimiento elegido. La admisión a trámite, implica, por un lado que el escrito que recoge la iniciativa ha sido presentado de conformidad con el Reglamento (en tiempo y forma, por quien está legitimado y ante el órgano competente) y por otro que de la pretensión en él deducida puede ocuparse la Cámara, configurándose así como un control de aceptabilidad provisorio y cautelar, que no prejuzga el éxito de la pretensión, sino sólo su viabilidad procedimental.

Del tenor del artículo 37.1.6ª se deduce que la calificación ha de ceñirse, en cuanto a su parámetro normativo, al Reglamento, como conjunto de normas procedimentales, sin embargo para admitir o inadmitir una iniciativa pueden o deben tenerse en cuenta, además del Reglamento, otros parámetros normativos que rigen la actividad de la Cámara, como son la LORAFNA y la Constitución, cuyo artículo 9.1 proclama que “los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico”.

Tampoco podemos olvidar que la función de calificación y admisión a trámite que ejercen las Mesas ha sido fuente de conflictos derivados de la inadmisión de los escritos y han sido objeto de pronunciamiento por nuestro Tribunal Constitucional, generando una jurisprudencia que ha ido evolucionando, incluso con alguna contradicción en su doctrina, así mientras la sentencia 205/1990 declara que si el texto de una moción resulta manifiestamente contrario a Derecho o inconstitucional, puede la Mesa de la Cámara  inadmitirla, después de una verificación liminar, como es la que corresponde realizar a este órgano, una vez verificado el cumplimiento de los requisitos reglamentariamente establecidos. Sin embargo en su sentencia 124/1995, en relación con una proposición de ley, el Tribunal sostuvo que en modo alguno, puede deducirse de ello que la Mesa esté reglamentariamente habilitada para realizar un juicio de inconstitucionalidad acerca de si una proposición de Ley promovida por un Grupo Parlamentario puede exceder o no el ámbito de las "competencias legislativas" de las Comunidades Autónomas. 

2. La doctrina interpreta de manera mayoritaria que las tesis sustentadas en la jurisprudencia constitucional reseñada marcan una directriz restrictiva de las facultades de la Mesa del Parlamento en su función de calificación y admisión a trámite de las mociones, lo cual, paralelamente, supone un fortalecimiento del derecho de los parlamentarios y de los Grupos Parlamentarios a formularlas. Dicha jurisprudencia se ha ratificado en posterioridad, esencialmente, en las SSTC 40/2003, de 27 de febrero, y 208/2003, de 1 de diciembre, cuya doctrina no ha variado posteriormente. A continuación señalaremos los aspectos básicos de dicha jurisprudencia.

a) De acuerdo con los Reglamentos Parlamentarios, con sustento en los distinto Estatutos de Autonomía para el  caso de las CCAA, los Grupos Parlamentarios están facultados para presentar diversas iniciativas, entre las que se cuentan las mociones o proposiciones no de ley, con objeto de promover la deliberación sobre un tema determinado y ejercer las funciones de impulso y control del Gobierno. Tales facultades pasan a integrarse en el derecho fundamental al ejercicio del cargo público, reconocido en el artículo 23.2 de la CE.

A este respecto, se sostiene en el F3 de la STC 40/2003:

“... Asimismo, que dicha facultad, de acuerdo con la doctrina constitucional antes expuesta, pertenece al núcleo de la función representativa parlamentaria, pues la posibilidad de promover la deliberación y toma de posición de la Cámara sobre un determinado asunto e instar la adopción de instrucciones, directrices o mandatos, carentes de efectos jurídicos vinculantes, dirigidos, en lo que aquí interesa, a sujetos u órganos que no forman parte de la Cámara que los adopta, y, a través de aquella posibilidad o facultad de propuesta, participar en la función de dirección e impulso político y en el control de la acción de Gobierno (art. 25.1 EAPV), constituye una manifestación constitucionalmente relevante del ejercicio del cargo de representante parlamentario (en este sentido, en relación con las mociones, SSTC 205/1990, de 13 de diciembre)”. 

Cuando los órganos parlamentarios, en ejercicio de sus funciones de calificación, coartan o limitan el ejercicio de la función de impulso y control de la acción de Gobierno, en tanto integrante del núcleo de la función representativa de los parlamentarios, pueden incidir en vulneración del ius in officium. Aquellas facultades de calificación y admisión a trámite han de ser interpretadas restrictivamente, en salvaguardar del derecho fundamental al ejercicio del cargo. Dice así el TC en su sentencia 2003/208, F 4:

“Sin embargo no cualquier acto que infrinja la legalidad del «ius in officium» lesiona el derecho fundamental, pues sólo poseen relevancia constitucional a estos efectos los derechos o facultades atribuidos al representante que pertenezcan al núcleo de su función representativa parlamentaria, como son, indudablemente, el ejercicio de la función legislativa o de control de la acción del Gobierno, siendo vulnerado el art. 23.2 CE si los propios órganos de las Asambleas impiden o coartan su práctica o adoptan decisiones que contraríen la naturaleza de la representación o la igualdad de los representantes. Tales circunstancias imponen a los órganos parlamentarios una interpretación restrictiva de todas aquellas normas que puedan suponer una limitación al ejercicio de aquellos derechos o atribuciones que integran el status constitucionalmente relevante del representante público y el deber de motivar las razones de su aplicación, so pena, no sólo de vulnerar el derecho fundamental del representante de los ciudadanos a ejercer su cargo (art. 23.2 CE), sino también de infringir el de éstos a participar en los asuntos públicos (art. 23.1 CE). En este sentido, además de las resoluciones que tomamos como guía en la presente exposición de la doctrina constitucional en la materia, interesa mencionar las SSTC 38/1999, de 22 de marzo ( RTC 1999, 38), F. 2; 107/2001, de 23 de abril  (RTC 2001, 107), F. 3 a); 203/2001, de 15 de octubre ( RTC 2001, 203), F. 2; y el ATC 118/1999, de 10 de mayo ( RTC 1999, 118 AUTO) “.

Esta doctrina será íntegramente aplicable a nuestro Parlamento. Por un lado, el artículo 32.2 de la LORAFNA dispone que “Los Parlamentarios Forales podrán formular ruegos, preguntas e interpelaciones a la Diputación Foral, así como presentar mociones... “Por otro, se ha visto ya que el artículo 196 del RPN reconoce dicha facultad de presentar mociones a los Parlamentarios Forales y a los Grupos Parlamentarios.

b) Como norma general, a la vista de la generalidad de los Reglamentos Parlamentarios, las facultades de la Mesa para la calificación y admisión a trámite de las mociones ha de limitarse a la comprobación del cumplimiento estricto de los requisitos establecidos en el Reglamento. Así, se sostiene que el F 4 de la STC 40/2003:

“Por lo que hace a la potestad de la Mesa del Parlamento Vasco de calificación y admisión a trámite de las iniciativas parlamentarias, encuentra su cobertura legal en la genérica previsión del art. 23.4 y 5 del Reglamento... En consecuencia, la regla general en materia de calificación y admisión a trámite de documentos e iniciativas parlamentarios configura el juicio de calificación y admisibilidad de la Mesa de la Cámara como un control circunscrito a verificar que el acto, documento o escrito en cuestión cumple las condiciones reglamentarias en cada caso establecidas. Ahora bien, como este Tribunal ha declarado en relación con similares previsiones reglamentarias, ello no impide que en ocasiones la comprobación por la Mesa de la Cámara del cumplimiento de los requisitos reglamentarios precise del examen material del contenido del documento presentado”.

Sin embargo, puede suceder que el Reglamento Parlamentario permita o, incluso, establezca un examen de la Mesa que se extienda, más allá del cumplimiento de requisitos formales, al fondo del asunto, siempre que tal examen dimane de limitaciones impuestas por la Constitución, el bloque de la constitucionalidad o el propio Reglamento aplicable. Al respecto, se señala en el F 4 del a STC 208/2003:

“Por tal razón a la Mesa sólo le compete, en principio, por estar sujeta al Ordenamiento jurídico, en particular a la Constitución y a los Reglamentos parlamentarios que regulan sus atribuciones y funcionamiento, y en aras de la mencionada eficacia del trabajo parlamentario, verificar la regularidad jurídica y la viabilidad procesal de la iniciativa, esto es, examinar si la iniciativa cumple los requisitos formales exigidos por la norma reglamentaria. Ello no impide necesariamente que el Reglamento parlamentario extienda el examen de la iniciativa más allá de la estricta verificación de sus requisitos formales. En efecto, .....«el Reglamento parlamentario, no obstante lo dicho, puede permitir, o en su caso establecer, incluso, que la Mesa extienda su examen de la iniciativa más allá de la estricta verificación de sus requisitos formales, siempre, claro está, que los escritos y documentos parlamentarios girados a la Mesa, sean de control de la actividad de los Ejecutivos o sean de carácter legislativo, vengan justamente limitados por la Constitución, el bloque de la constitucionalidad o el Reglamento parlamentario pertinente, como es el caso de la calificación en ciertos Derechos autonómicos de lo que han de considerarse mociones o interpelaciones, o el de la iniciativa legislativa popular que tiene vedadas ciertas materias por imposición del art. 87.3 CE”.

A este respecto es necesario precisar que, con excepción de las exigencias de orden, cortesía y disciplina parlamentaria, contemplada en el artículo 22 RPN y extensible a toda actuación parlamentaria, el RPN no contempla requisito material alguno adicional a los requerimientos de carácter general establecidos para las mociones en los artículos 196 a 198 de dicha norma.

Esta posición evoca de nuevo la posibilidad a menudo admitida por el TC de que la Mesa, al calificar la iniciativa, realice un examen a limine o liminar de su contenido para verificar su ajuste, no a cualquier norma, sino al bloque de constitucionalidad y al propio Reglamento Parlamentario. Es precisamente este examen material de carácter liminar de las normas y otras iniciativas el que plantea mayores problemas interpretativos. Esta expresión es deliberadamente utilizada por el TC por su fuerza expresiva: lo liminar hace referencia al umbral o a la entrada. Aplicado ello al contenido de una moción, el examen liminar implica que una simple mirada instantánea y superficial a su contenido puede alertarnos, en su caso, de una eventual y flagrante vulneración de la normativa de primer rango a que hemos aludido ya. Se trata, desde luego, de un parámetro normativo no exento del subjetivismo propio del intérprete de que se trate. Diremos simplemente que el TC es sumamente restrictivo y exigente en la admisión de este análisis liminar del contenido de las iniciativas parlamentarias.

· En primer lugar, el mero hecho de que una determinada propuesta de resolución no encuentre cobertura en la legalidad aplicable, no autoriza a su inadmisión:

“Sin embargo, aun admitido esto, debe observarse que la decisión de inadmisión ha buscado apoyo en el art. 3.2 de la Ley del Tribunal Vasco de Cuentas Públicas. Ello implica que la Mesa de la Cámara en el ejercicio de su función de calificación y admisión a trámite de la proposición no de ley se ha excedido de las facultades y atribuciones que le confiere el Reglamento de la Cámara, de conformidad con las cuales debía de haberse limitado a verificar la regularidad de la iniciativa parlamentaria en los estrictos términos que establece el propio Reglamento, esto es, a comprobar si el procedimiento parlamentario puesto en marcha para sustanciar la iniciativa parlamentaria era el adecuado, así como si se cumplían los requisitos formales y materiales reglamentariamente exigidos, sin que, por lo demás, la iniciativa parlamentaria activada, salvo en los términos expresamente previstos por el Reglamento, resultase materialmente limitada por la legalidad aplicable. Al respecto, ha de tenerse presente que, como hemos tenido ocasión de declarar en un supuesto que presenta ciertas similitudes con el ahora considerado ( STC 203/2001, de 15 de octubre, F. 5), denegar la admisión a trámite de la proposición no de ley con base en la posibilidad de que el mandato propuesto a la Cámara no encontrase cobertura legal en las funciones atribuidas al Tribunal Vasco de Cuentas Públicas es de todo punto inadecuado para impedir el ejercicio del derecho constitucional de los demandantes”.

· En segundo lugar, el TC circunscribe al extremo el alcance de este examen material del contenido de las mociones, al ceñirlo a la comprobación de si se adecua al procedimiento  parlamentario propio de estas iniciativas y, en su caso, al respecto de las condiciones materiales establecidas en el Reglamento de pertinente aplicación, si las hubiere. En palabras del TC en el F 4 de la sentencia 40/2003:

“En definitiva, de la regulación del Reglamento de la Cámara se colige que el papel que corresponde desempeñar a la Mesa en el ejercicio de su función de calificación y admisión a trámite respecto de las proposiciones no de ley no se ciñe a la verificación de los requisitos formales reglamentariamente establecidos, sino que se extiende también al examen del contenido material de la iniciativa en cuanto resulte determinante para llevar a cabo un juicio de calificación sobre la idoneidad y procedencia del procedimiento parlamentario elegido para sustanciar la iniciativa deducida y el correspondiente pronunciamiento sobre su admisión o no a trámite atendiendo al respeto o no de los límites o condiciones materiales que el Reglamento establece con carácter específico para las proposiciones no de ley”.

En definitiva, para el TC las mociones constituyen meras propuestas que no corresponde valorar al órgano de administración interna del Parlamento, sino a sus órganos de expresión política -Comisiones y Pleno, esencialmente- “quienes pueden aceptarla o no e, incluso, modificar los términos de las mismas”. Además, ello trae su fundamento último de que la moción carece “... de efectos jurídicos vinculantes en caso de ser aprobada en sus términos”. He aquí la tesis sintética final del TC respecto a la funcionalidad de las mociones en el F 3 de su sentencia de reiterada mención:

“Así sucede en el presente caso, en el que la facultad que consideramos se realiza mediante meros actos de propuesta, a través de los que un grupo parlamentario insta a la Cámara para que haga suya una determinada iniciativa, en concreto la solicitud de un informe a un órgano que no forma parte o se integra en la estructura orgánica de la misma, con el designio final, propio, aunque no único, de todos los actos parlamentarios de dirección e impulso político y de control de la acción de Gobierno, de dar ocasión al Parlamento de ejercer sus atribuciones propias. De otra parte, la iniciativa parlamentaria, de ser asumida por la Cámara, agota sus efectos en la adopción de las instrucciones, directrices o mandatos propuestos y en la respuesta o resultado en su caso obtenidos, sin perjuicio de la posibilidad de que éstos puedan instrumentalizarse para llevar a cabo un juicio o valoración sobre una concreta actividad o decisión política utilizando otros instrumentos de dirección o impulso político o de control de la acción de Gobierno”.

4. CALIFICACIÓN Y ADMISIÓN A TRÁMITE DE LA MOCIÓN PRESENTADA

Sabemos ya que las mociones pueden ser formuladas por los Parlamentarios Forales y los Grupos Parlamentarios (artículo 196 RPN). Por otra parte, los únicos requisitos establecidos, de carácter general, se contienen en los preceptos reglamentarios que a continuación se transcriben. Para el caso de las mociones en general, el artículo 197, en sus apartados 1 y 2 y dispone:

“Artículo 197. 1. Las mociones deberán presentarse por escrito dirigido a la Mesa de la Cámara, que decidirá sobre su admisión a trámite, ordenará, en su caso, su publicación y acordará su tramitación ante el Pleno o la Comisión competente, en función de la voluntad manifestada por el Grupo o Parlamentario Foral proponente y de la importancia del tema objeto de la moción. 

2. No se admitirán a trámite las mociones que sean reiterativas de otras mociones ya tramitadas en el mismo período de sesiones”.

Para el supuesto de mociones dimanantes de una interpelación, como es nuestro caso, establece el artículo 187. 1 y 2 del RPN:

“Artículo 187. 1. Toda interpelación podrá dar lugar a una moción en que la Cámara manifieste su posición.

2. El Grupo Parlamentario interpelante o aquél al que pertenezca el firmante de la interpelación deberá presentar la moción en los tres días siguientes al de la sustanciación de aquélla ante el Pleno. La moción, una vez admitida por la Mesa, se incluirá en el orden del día de la siguiente sesión plenaria, pudiendo presentarse enmiendas hasta las doce horas del día anterior al del comienzo de la sesión en que haya de debatirse. La Mesa admitirá la moción si es congruente con la interpelación”.

Así pues, los únicos requisitos formales –exclusivamente- exigidos por el RPN es que las mociones, susceptibles de ser presentadas tanto por los propios parlamentarios como por los Grupos, es que se presenten por escrito dirigido a la Mesa y que no sean reiterativas de otras ya tramitadas en el mismo período de sesiones. En el caso de las dinamantes de interpelaciones, la exigencia se extiende a que la moción sea presentada en los tres días siguientes al de la sustanciación en el pleno de la interpelación de que proviene.

Al margen de la exigencia general relativa al decoro, cortesía y orden parlamentario, establecida en los artículos 22 y, por conexión, 120.1.a) del RPN, no se encuentran otros requisitos, formales o materiales, destinados a limitar o constreñir el ejercicio del derecho a formular mociones. Así pues, a la vista de los requisitos reglamentarios y, a la luz de la jurisprudencia constitucional que se ha glosado, procederemos singularmente al análisis de la moción objeto de controversia.

a) La moción está presentada por el Portavoz del Grupo Parlamentario Aralar-Nafarroa Bai, en su representación, y por escrito, conteniendo dos propuestas  de resolución; razón por la que se ajusta a los requerimientos establecidos en los artículos 196.1 y 197.1 y 2 del RPN. Por otra parte, la moción ha sido presentada al día siguiente de que fuera debatida la interpelación de que trae causa, que tuvo lugar el primer día de la sesión plenaria celebrada durante los días 28 de febrero y 1 de marzo del año en curso, circunstancia en cuya virtud se cumple estrictamente con lo exigido en el artículo 187.2 RPN.

A nuestro juicio, resulta inequívoco también que la moción es congruente con la interpelación de que trae causa. Dicha interpelación versaba literalmente:

“sobre la política general en cuanto a incompatibilidades y, más específicamente, sobre los criterios del Gobierno para la interpretación no estricta sino amplia y extensiva de la Ley Foral 19/1996, de 4 de noviembre, de Incompatibilidades de la Administración de Navarra”.

Tal como se escuchara en el transcurso de dicho debate, la materia concernida –política de incompatibilidades- se centró en buena medida en las eventualmente afectantes, según el Grupo Parlamentario interpelante, al Sr. Sanz Sesma, en su condición de ex Presidente del Gobierno de Navarra y actual Presidente, según se afirma, de AUDENASA y BODEGAS SARRÍA. En vista del contenido de la moción, que versa sobre el ejercicio del cargo de Presidente de ambas empresas, entendemos que no puede negarse la congruencia de las propuestas de resolución con la mencionada interpelación de que dimanan, en la medida en que guardan con ella la debida relación lógica en razón de lo que se propone. Cuestión distinta es la percepción y convicción de los parlamentarios acerca de si tales propuestas son razonables a la vista de las explicaciones vertidas por el representante del Gobierno de Navarra, aspecto este que merecerá distintos enjuiciamientos según la perspectiva desde la que sean examinadas. Para nosotros, como ya se ha adelantado, la moción reúne la congruencia reglamentariamente exigida (Artículo 187.2 RPN).

b) Conforme a lo previsto en el artículo 22 RPN, “los Parlamentarios Forales están obligados a respetar el orden, la cortesía y la disciplina parlamentaria...”. A su vez, el artículo 120.1.a) exige la llamada al orden a los Parlamentarios Forales “cuando profirieren palabras o vertieren  conceptos ofensivos al decoro de la Cámara o de sus miembros, de las instituciones del Estado, de Navarra o de cualquier otra persona o entidad”. Entendemos que las exigencias de orden, cortesía, disciplina y respeto al decoro ajeno constituyen normas de conducta parlamentaria que son exigibles y han de operar de igual forma tanto cuando los parlamentarios se expresan por escrito que cuando lo hagan oralmente. Desde luego, creemos que tales normas rigen igualmente para las mociones, aún cuando no están contenidas expresamente en los preceptos que les son singularmente aplicables, toda vez que se está ante reglas de conducta general de actuación parlamentaria.

Pudo escucharse a algún Portavoz en la sesión de la Mesa y de la Junta de Portavoces del pasado día 4 de marzo que el texto de la moción incurría en falta de respeto o menosprecio tanto al informe elaborado por el Director General de Función Pública acerca del régimen de incompatibilidades aplicables al ex Presidente Sr. Sanz Sesma, como a este ciudadano. Lo cual fue negado por el autor de la iniciativa que nos ocupa.

Los conceptos de orden, cortesía, disciplina y decoro, ínsitos a la Institución parlamentaria a lo largo de su devenir histórico, son conceptos contingentes que varían con el paso del tiempo. Diríase que cada época matiza el significado y alcance de tales expresiones. No obstante, todos ellos hacen referencia a la atención y respeto que deben manifestarse en las relaciones humanas y, más específicamente, en las de carácter parlamentario. La idea pervive hoy y rige en nuestro Parlamento conforme a la interpretación que de ella hagan los órganos en cada caso competentes. Desde nuestra perspectiva, se ha de señalar:

· No cabe identificar la discrepancia, por vehemente que sea, con la falta de respeto o de cortesía. Desde luego, todo apunta a que la opinión del Grupo Parlamentario mocionante –expresada en la exposición de motivos de la iniciativa- dista mucho de coincidir con la expresada en el informe ya citado, cuyo contenido desconocemos. Precisamente la moción trata de plasmar dicha discrepancia y contiene afirmaciones categóricas que expresan la convicción del mocionante. No aparece notorio, sin embargo, que incurran en menosprecio u ofensa al decoro de las personas afectadas. 

· No encontramos ni en la forma argumentativa de la moción ni en las expresiones utilizadas un perfil significativamente distinto al que es usual a menudo en la oratoria parlamentaria o en los escritos de esta índole, presentes en esta Cámara. 

Según nuestro criterio, por tanto, no resulta ostensible que la moción haga desmerecer las normas de conducta parlamentaria establecidas en los artículos 22 y 120.1.a) del RPN.

c) En último lugar corresponde examinar la moción a la luz del tan discutido parámetro de la juridicidad derivada del análisis liminar de su contenido. Como ya sabemos, en la exposición de motivos de la iniciativa se realizan una serie de consideraciones acerca de la aplicación de la Ley Foral 19/1996, de 4 de noviembre, de incompatibilidades de los miembros del Gobierno de Navarra y de los altos cargos de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra (L.F.I.), a resultas de cuya interpretación proyectada sobre los hechos que se narran, bajo el prisma subjetivo del Grupo Parlamentario mocionante, cuando menos se pone en duda la compatibilidad de quien fuera Presidente del Gobierno de Navarra para ejercer hoy la presidencia de las empresas que se citan.

En las propuestas de resolución se postula que el Parlamento de Navarra, inste al Gobierno de Navarra “a que efectúe las gestiones necesarias a fin de que D. Miguel Sanz Sesma deje de ostentar la presidencia” de dichas empresas, y se apostilla, en coherencia con el relato expositivo previo, “... por estar afectado por incompatibilidad legal para ostentar dicho cargo”. Lo sustancial de las propuestas de resolución consiste en el reclamo de gestiones gubernamentales al fin pretendido. Un examen liminar de ello no conduce de modo palmario e inequívoco a considerar que lo propuesto constituya una vulneración del bloque de la constitucionalidad (CE y Amejoramiento) o del Reglamento del Parlamento de Navarra, en la forma exigida por la jurisprudencia constitucional. Incluso, se ha precisado cómo el TC ante el supuesto de la moción relativa a una actuación del Tribunal Vasco de Cuentas Públicas, que pudiera resultar discutible en virtud de sus atribuciones legales, el TC entendió que “no le corresponde a la Mesa de la Cámara en el trámite de calificación y admisión a trámite la tarea de ponderar y valorar el ámbito legal de actuación” de dicho órgano fiscalizador  (SSTC 40/2003 y 208/2003), “sin perjuicio del deber de éste de ejercer sus funciones con independencia y sometimiento pleno al ordenamiento jurídico”.

El estudio sosegado y detenido de la materia tratada en la moción pudiera conducir a conclusiones diferentes a las que tácita o explícitamente se expresan en la moción, pero ello es mucho más que el tipo de “examen liminar” permitido a la Mesa del Parlamento para emitir su decisión relativa al exclusivo efecto de calificar y admitir a trámite o inadmitir la iniciativa parlamentaria que nos ocupa. A este efecto debe, nuevamente, recordarse la jurisprudencia constitucional que enfatiza que la moción es “una mera propuesta a la Cámara, quien puede aceptarla o no e, incluso modificar los términos de la misma”. Además, sea cual fuere el resultado derivado del debate y votación de las propuestas de resolución, el Gobierno, que no se halla vinculado jurídicamente por lo que la Cámara apruebe, solo podrá actuar, en cualquier caso, conforme a las posibilidades que le otorga el ordenamiento jurídico.

CONCLUSIÓN

A juicio del suscribiente, conforme a lo previsto en el Reglamento del Parlamento de Navarra, no concurren razones jurídicas obstativas a la admisión a trámite de la moción formulada por el Grupo Parlamentario Aralar-Nafarroa Bai que ha sido examinada en este informe.

Es cuanto informa el que suscribe y que somete a cualquier otro criterio mejor fundado en derecho.

Pamplona, 6 de marzo de 2013

El Letrado Mayor Adjunto,

Miguel Esparza Oroz

